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Decreto No. 903

Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado: P.O. 56 / 14 de Julio de 2017.
INICIATIVA POPULAR CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA LA FRACCION II DEL ARTÍCULO 18 Y LA FRACCION I DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 4 Y SE RECORREN LAS ORIGINALES Y SE ADICIONAN UN CAPÍTULO REFERENTE A LA REVOCACIÓN DE MANDATO PARA QUEDAR COMO El CAPÍTULO TERCERO DEL TÍTULO QUINTO DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA El ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO
DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
P R E S E N T E.­

Juan Carlos Guerra López Negrete, en mi calidad de ciudadano, señalando como domicilio para oír y recibir notificaciones el ubicado en Bogotá 565 Fraccionamiento Cumbres, en la ciudad de Saltillo, Coahuila de Zaragoza, con fundamento en los artículos 59 fracción VI de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza; y los artículos 4, fracción III, 39, 40, 42, 43 y demás relativos de la ley de Participación Ciudadana para el Estado de Coahuila de Zaragoza, sometemos respetuosamente a la consideración de éste H. Pleno del Congreso del Estado la siguiente Iniciativa Popular con Proyecto de Decreto que Reforma la FRACCION II DEL ARTÍCULO 18 Y LA FRACCION I DEL ARTÍCULO 19 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, ASÍ COMO SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 4 Y SE RECORREN LAS ORIGINALES Y SE ADICIONAN UN CAPÍTULO REFERENTE A LA REVOCACIÓN DE MANDATO PARA QUEDAR COMO El CAPÍTULO TERCERO DEL TÍTULO QUINTO DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA El ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA con base en la siguiente: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La iniciativa en cuestión tienen como objetivo el adecuar el marco normativo constitucional en el Estado, para la· correcta materialización de la figura de· Revocación de Mandato. 

La revocación de mandato es un mecanismo de democracia directa, que tiene como característica primordial que el pueblo decide de manera directa el destino a seguir mediante mecanismos de participación ciudadana, dejando de lado el aspecto sancionatorio de las medidas contenidas en el artículo 109 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos. 

Así pues, es de referiste que el presente pronunciamiento tiene sustento en diversos artículos de nuestra Carta Magna, entre ellos el artículo 39 que para mejor entendimiento cito: 

“Artículo 39. La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno.”

De esta manera, una vez encontrado el fundamento constitucional para crear el mecanismo de revocación de mandato, y trayendo como conclusión que el artículo 39 se encuentra encaminado a denotar la autoridad del pueblo, incontrovertible, irresistible, inalienable, imprescriptible, exclusiva, intransferible y absoluta de alterar o modificar la forma de su gobierno, eje central de la constitucionalidad sobre el que se levanta la estructura y funcionamiento del Estado. Con el objetivo primigenio de proteger desde el poder público a todos los ciudadanos y connacionales, así como su derechos de persona humanas y encontrando criterios y argumentaciones que sostenían nuestra postura, siendo una de ellas la encontrada en la controversia constitucional 31/97 de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que si bien no es una jurisprudencia que tenga estrecha relación al tema en dicha controversia constitucional, sí se hizo valer un argumento en el cual se estimaba se violentaba el artículo 39 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicano y es por ello que la Suprema Corte de Justicia de la Nación estudió y vertió en ella las consideraciones que a continuación citó en lo conducente y que sustentan la argumentación con antelación vertida: 

“El título primero, que comprende sus primeros veinticuatro artículos se ocupa de las garantías individuales que constituyen una barrera infranqueable para todas las autoridades que, de violentarlos, podrán ser señaladas como responsables en un juicio de amparo que promueva un gobernado que estime que se incurrió en esa arbitrariedad, todo ello, con fundamento en el artículo 107 de la Constitución. En el artículo 16 se establece la garantía de legalidad que exige que las autoridades sólo puedan hacer lo que la ley les permite, lo que significa que no pueden actuar fuera de su competencia. En el artículo 14 se previene la garantía de debido proceso legal, lo que obliga a cumplir con los procedimientos que las leyes establezcan antes de emitir una resolución que pueda producir una afectación”. 

“Vinculados con estos principios se encuentran los artículos 39, 40, 41 y 49 de la propia Carta Fundamental. En el primero se reconoce el principio de soberanía popular, conforme al cual todo poder público dimana del pueblo y se constituye para beneficio de éste. En el segundo, se previene que es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una república representativa, democrática, federal, compuesta por Estados libres y soberanos. En el tercero, se precisa que el pueblo ejerce su soberanía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de éstos y por los de los Estados en lo que toca a sus regímenes interiores, regulándose en su parte restante los principios de derecho electoral que tienden a salvaguardar el ejercicio de la democracia. En el cuarto, finalmente, se reconoce el principio de la división de poderes, técnica de carácter jurídico-político que busca evitar la concentración del poder y a través del equilibrio de los tres poderes -legislativo, ejecutivo y judicial-logra el control y limitación recíproca entre ellos”. 

“En los artículos 115 y 116 se consagra el Municipio Libre como base de la división territorial y de la organización política y administrativa de los Estados, reconociéndoles a aquéllos prerrogativas específicas y estableciendo a dichos Estados su marco jurídico de actuación”. 

“De acuerdo con este esquema de carácter constitucional, que la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe salvaguardar, siempre se encuentra latente e implícito el pueblo y sus integrantes, que constituyen el sentido y razón de ser de las partes orgánica y dogmática de la Constitución, lo que justifica ampliamente que los mecanismos de control constitucional que previene, entre ellos las controversias constitucionales, deben servir para salvaguardar el respeto pleno del orden primario, sin que pueda admitirse ninguna limitación que pudiera dar lugar a arbitrariedades que en esencia irían en contra del pueblo soberano”. 

Con lo anterior queda plenamente fundamentada, la estrecha relación entre los derechos fundamentales que cuida y protege nuestra Carta Magna y los artículos que consagran el ejercicio de la soberanía del pueblo, elevando este último a un derecho fundamental, que como tal debe de ser observado y respetado por toda autoridad. 
Una vez delimitada la naturaleza que reviste el derecho consagrado por el artículo 39 de nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y en el cual \ se basa la revocación de mandato, es menester delimitar el alcance real y jurídico del ejercicio del multicitado derecho de la soberanía del pueblo, encontrando sustento en la ejecutoria del amparo en revisión radicado bajo el número de expediente 429/2010, del cual cito los extractos conducentes al estudio que hoy nos ocupa: 
“En ese tenor, en tanto que este Alto Tribunal ya ha sostenido que la Suprema Corte de Justicia de la Nación debe salvaguardar todo el esquema constitucional, y en éste siempre se encuentra latente e implícito el pueblo y sus integrantes, por constituir el sentido y razón de ser de las partes orgánica y dogmática de la Constitución, lo que justifica ampliamente que los mecanismos de control constitucional que previene deben servir para salvaguardar el respeto pleno del orden primario, sin que pueda admitirse ninguna limitación que pudiera dar lugar a arbitrariedades que, en esencia, irían en contra del pueblo soberano; luego, es dable el análisis de los preceptos reclamados en la presente vía -en tanto se trata de un medio de control constitucional-para determinar si, tal como lo aducen las quejosas recurrentes, implican que los poderes públicos dejen de estar instituidos en beneficio del pueblo soberano. 
…
La Constitución Federal, su artículo 39 no está dirigido a establecer principios de rectoría económica por parte del Estado, dejando carta abierta a éste para elegir las acciones que estime pertinentes para el desarrollo económico nacional, sino a denotar la autoridad del pueblo, incontrovertible, irresistible, inalienable, imprescriptible, exclusiva, intransferible y absoluta, eje central de la constitucionalidad sobre el que se levanta la estructura y funcionamiento del Estado con el objetivo primigenio de proteger desde el poder público a todos sus ciudadanos y connacionales, así como sus derechos como personas humanas. 

…
La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece los principios básicos que configuran el actual Estado mexicano; su artículo 39 prevé declaraciones trascendentales para el sistema jurídico-político, y es del texto siguiente: 

“'Artículo 39. La soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo. Todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su gobierno”. 

Conforme a ese precepto fundamental, en el pueblo reside esencial y originariamente la soberanía nacional, y establece que todo poder público proviene del pueblo y se instituye a favor de éste; asimismo, señala que el pueblo tiene el derecho inalienable de alterar o modificar la forma de su gobierno. 

Con base en tales disposiciones, si todo poder público tiene su origen en la potestad soberana del pueblo v se instituye para su beneficio, aquél constituye en realidad un medio y no un fin; por tanto, el poder público resulta ser un instrumento que en todo momento ha de ser empleado para que el pueblo, titular de la soberanía nacional, logre desarrollarse de manera integral, en su beneficio propio.” 

De tal manera se encontró el alcance que el ejercicio del derecho consagrado en el artículo 39 podría tener en el Estado, dejando clara y sólida la base jurídica del mecanismo de participación ciudadana denominado revocación de mandato, ya que inclusive a dicho precepto constitucional se le ha dado el tratamiento y protección de derecho humano y fundamental , a fin de que los ciudadanos en el ejercicio de su soberanía se encuentren facultados para modificar los poderes públicos cuando dejen de estar instituidos en beneficio del pueblo. 
En ese sentido, es de observarse que si los ciudadanos eligen mediante voto directo en las urnas a sus representantes, ese mismo derecho, amparado en el artículo 39 de la Constitución Federal, debe de tomarse en cuenta para revocar el mandato de los funcionarios que fueron elegidos mediante sufragio popular, sin más requisito que atender a la voluntad del pueblo. 
Cabe destacar que los derechos políticos son de tal importancia y trascendencia, que el artículo 29 constitucional establece que ni aun en los casos de invasión, perturbación grave de la paz pública, o de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto podrán restringirse ni suspenderse. 

Tampoco se pasa por alto que debido a la reforma política de 2012 -2014 se introdujeron en nuestra Carta Magna modificaciones e instrumentos que se encaminaban a fomentar el diálogo y los acuerdos entre los poderes para el efecto . de que se gobernara con eficacia en los diferentes niveles de gobierno. 

Una herramienta importante que se instituyó con esta reforma fueron las consultas populares, con las cuales se buscaba reducir la distancia entre los ciudadanos y sus representantes, utilizando este medio como un mecanismo de rendición de cuentas, en lo que respecta a la toma de decisiones gubernamentales, buscando que el vínculo entre ciudadanos y gobernantes fuera más cercano y que sirviera como un medio de ratificación a su labor, permitiendo una mejora continua en la administración publica en los tres niveles de gobierno, permitiendo también mejorar los resultados que la ciudadanía percibe en torno a sus gobernantes 

Dicha reforma quedó plasmada de conformidad con el articulado que a continuación se transcribe: 

“Artículo 35. Son derechos del ciudadano: 

I. (…) 

II. Poder ser votado para todos los cargos de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El derecho de solicitar el registro de candidatos ante la autoridad electoral corresponde a los partidos políticos así como a los ciudadanos que soliciten su registro de manera independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que determine la legislación; 

III. (. . .) 

IV. Tomar las armas en el Ejército o Guardia Nacional, para la defensa de la República y de sus instituciones, en los términos que prescriben las leyes; 

V. (. ..) 

VI. Poder ser nombrado para cualquier empleo o comisión del servicio público, teniendo las calidades que establezca la ley; 

VII. Iniciar leyes, en los términos y con los requisitos que señalen esta Constitución y la Ley del Congreso. El Instituto Federal Electoral tendrá las facultades que en esta materia le otorgue la ley, y 

VIII. Votar en las consultas populares sobre temas de trascendencia nacional, las que se sujetarán a lo siguiente: 

1o. Serán convocadas por el Congreso de la Unión a petición de: 
a) El Presidente de la República; 

b) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión; o 

c) Los ciudadanos, en un número equivalente, al menos, al dos por ciento de los inscritos en la lista nominal de electores, en los términos que determine la ley. 

Con excepción de la hipótesis prevista en el inciso c) anterior, la petición deberá ser aprobada por la mayoría de cada Cámara del Congreso de la Unión, 

2o. Cuando la participación total corresponda, al menos, al cuarenta por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal de electores, el resultado será vincula torio para los poderes Ejecutivo y Legislativo federales y para las autoridades competentes; 

3o. No podrán ser objeto de consulta popular la restricción de los derechos humanos reconocidos por esta constitución; los principios consagrados en el artículo 40 de la misma; la materia electoral; los ingresos y gastos del estado; la seguridad nacional y la organización, funcionamiento y disciplina de la Fuerza Armada permanente. La Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá, previo a la convocatoria que realice el Congreso de la Unión, sobre la constitucionalidad de la materia de la consulta; 
…
De lo anteriormente transcrito, es evidente que, en el numeral 3° se especifica qué situaciones no podrán ser sometidas a consulta popular, dándonos un imperativo sobre el cual debe basarse la materialización de este acto, dando como resultado que a “contrario sensu” se permita que a la revocación de mandato se le pueda dar el carácter de consulta popular, debido a que como lo marcan los principios generales del derecho “donde la ley no distingue, al juzgador no le es dable hacerlo”. 

En atención a los argumentos vertidos en el presente, propongo siguiente proyecto de: 

DECRETO

PRIMERO.- Se reforma LA FRACCION II DEL ARTÍCULO 18 y LA FRACCION i 19 DE LA CONSTITUCION POLÍTICA DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, para quedar como sigue: 

Artículo 18. Son deberes del ciudadano coahuilense: 
…

II. Votar en las elecciones populares en los términos que prescriban las leyes y en la consulta de revocación de mandato; 

…

Artículo 19. Son derechos de los ciudadanos coahuilenses: 

I. Votar y ser electos para los empleos y cargos públicos en la forma y términos que prescriban las leyes y en la consulta de revocación de mandato; 
…

SEGUNDO.- SE REFORMA LA FRACCIÓN III DEL ARTÍCULO 4 Y SE RECORREN LAS ORIGINALES Y SE ADICIONAN UN CAPÍTULO REFERENTE A LA REVOCACIÓN DE MANDATO PARA QUEDAR COMO El CAPÍTULO TERCERO DEL TÍTULO QUINTO DE LA LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA PARA QUEDAR COMO SIGUE: 

ARTÍCULO 4°. LOS INSTRUMENTOS DE PARTICIPACION CIUDADANA Y/O COMUNITARIA. Los instrumentos de participación ciudadana y/o comunitaria son: \ 

I. 
El plebiscito. 

II. 
El referendo. 

III. 
La Revocación de Mandato. 

IV. 
…
V. 
…

VI. 
… 

VII. 
… 

VIII. 
… 

TÍTULO QUINTO
LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

CAPÍTULO PRIMERO
EL PLEBISCITO

…

CAPÍTULO SEGUNDO
EL REFERENDO

…

CAPÍTULO TERCERO

LA REVOCACIÓN DE MANDATO

Articulo 39.- La revocación de mandato es el mecanismo de consulta a las y los ciudadanos a fin de que éstos se pronuncien mediante sufragio libre, directo, secreto y universal, sobre la terminación anticipada del periodo para el cual fueron electos el titular del Ejecutivo del Estado, los presidentes municipales y los diputados locales. 

Artículo 40.- Podrá solicitar la revocación de mandato del Gobernador del Estado, al menos el diez por ciento de los ciudadanos registrados en la lista nominal del Estado, anexando la lista que contenga nombre, firma, domicilio que indique el Municipio, Distrito y Secciones electorales, así como el número de folio de la credencial de elector, en cualquier tipo de formato impreso y en electrónico en formato Excel. 

Artículo 41.- La solicitud de revocación de mandato de un presidente municipal, únicamente podrá ser solicitado por: 

I. El veinte por ciento de los ciudadanos registrados en la lista nominal del municipio, cuando los electores sean menores a cuatro mil, anexando la lista que contenga nombre, firma, domicilio que indique el Municipio, Distrito y Secciones electorales, así como el número de folio de la credencial de elector, en cualquier tipo de formato impreso y en electrónico en formato Excel; 

II. El quince por ciento de los ciudadanos registrados en la lista nominal del municipio, cuando los electores sean de cuatro mil a veinte mil, anexando la lista que contenga nombre, firma, domicilio que indique el Municipio, Distrito y Secciones electorales, así corno el número de folio de la credencial de elector, en cualquier tipo de formato impreso y en electrónico en formato Excel; o 

III. El diez por ciento de los ciudadanos registrados en la lista nominal del municipio, cuando los electores sean mayor a veinte mil, anexando la lista que contenga nombre, firma, domicilio que indique el Municipio, Distrito y Secciones electorales, así como el número de folio de la credencial de elector, en cualquier tipo de formato impreso y en electrónico en formato Excel. 

Artículo 42.- Podrán solicitar de revocación de mandato de un diputado local de algún distrito electoral del Estado, únicamente el diez por ciento de los ciudadanos registrados en la lista nominal con residencia en el distrito electoral por el cual fue electo el diputado, anexando la lista que contenga nombre, firma, domicilio que indique el Municipio, Distrito y Secciones electorales, así como el número de folio de la credencial de elector, en cualquier tipo de formato impreso y en electrónico en formato Excel. 

Articulo 43.- El mecanismo de revocación de mandato procederá solamente una vez en el periodo para el que fue electo el gobernador, presidente municipal o diputado local y podrá solicitarse y realizarse a la mitad de su mandato. 

La consulta de revocación de mandato para gobernador, siempre y cuando medie solicitud, tendrá fecha verificativa durante la jornada electoral en que se realicen las elecciones intermedias correspondientes en el Estado. 

Artículo 44.- L.as solicitudes de revocación de mandato para gobernador, presidente municipal o diputado local, deben ser presentadas ante la Comisión Estatal Electoral, cumpliendo con lo siguiente: 

I. Que se presente la solicitud por escrito en la forma y términos que marque esta Ley ante la Comisión Estatal Electoral, precisando el nombre y cargo del servidor público al que se solicita sujetar al procedimiento de revocación de mandato; 

II. En el caso de que la solicitud se presente por los ciudadanos del Estado, se debe señalar, además, el nombre de dos representantes legales, para oír y recibir toda ciase de notificaciones y para controvertir ante el Tribunal Electoral del Estado los actos o decisiones de las autoridades. cuando éstas incumplan con los principios o vulneren los derechos de los ciudadanos consignados en ésta Ley. De no hacerse tal señalamiento, será el representante común quien encabece la lista de solicitantes; y 

III. Que se especifique de manera detallada la pregunta que se realizará a la población y las posibles respuestas para consultarle la revocación de mandato del gobernador del Estado, presidente municipal o diputado local. 

Artículo 45.- El presidente de la Comisión Estatal Electoral instruirá que se verifiquen las firmas de conformidad con el reglamento correspondiente y certificará la documentación adjunta. 

En caso de invalidez de alguna de las firmas de la solicitud de revocación de mandato, prevendrá a los peticionarios para que subsane los errores u omisiones antes señalados en un plazo de quince días hábiles, contados a partir de la notificación. En caso de no subsanarse en el plazo establecido, se tendrá por no presentada. 

Artículo 46.- En los casos en que la solicitud omita alguno de los requisitos establecido en esta Ley, la Comisión Estatal Electoral requerirá al solicitante para que en un plazo, no mayor a cinco días hábiles, cumpla con lo omitido, apercibiéndolo que de no cumplir, se tendrá por no interpuesta la solicitud. 

Artículo 47.- No podrá ser sujeto del mecanismo de revocación de mandato el Gobernador, presidente municipal o diputado local, dentro de los noventa días previos al inicio del periodo de elecciones locales. 

Artículo 48.- Una vez verificado el procedimiento contenido en el artículo 44 de la presente Ley, la Comisión Estatal Electoral llevará a cabo la consulta popular para la revocación de mandato y posterior a ello, emitirá la declaración de validez de la consulta de revocación de mandato, para lo cual emitirá el resultado y los efectos de la misma. Dicho resultado será vinculante para el Gobernador del Estado, cuando por lo menos el cuarenta por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal del Estado decidan revocar el mandato. 

Articulo 49.- La Comisión Estatal Electoral mandará publicar los resultados de la consulta en e! Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza y por lo menos en tres periódicos de mayor circulación en el Estado, durante los siguientes diez días hábiles de haber sido validados los resultados. 

Artículo 50.- Una vez verificado el procedimiento contenido en el artículo 44 de la presente Ley, la Comisión Estatal Electoral llevará a cabo la consulta popular para la revocación de mandato y posterior a ello, emitirá la declaración de validez. del procedimiento de revocación de mandato, para lo cual emitirá el resultado y los efectos del mismo. Dicho resultado será obligatorio para el presidente municipal cuando por lo menos: 

I. El cincuenta por ciento de los ciudadanos registrados en la lista nominal del municipio voten a favor de la revocación de mandato, cuando la lista nominal del municipio sea menor a cuatro mil electores; 

II El cuarenta y cinco por ciento de los ciudadanos registrados en la lista nominal del municipio voten a favor de la revocación de mandato, cuando la lista nominal del municipio sea de cuatro mil a veinte mil electores; y 

III. El cuarenta por ciento de los ciudadanos registrados en la lisia nominal del municipio voten a favor de la revocación de mandato, cuando la lista nominal del municipio sea mayor a veinte mil electores. 

Artículo 51.- La Comisión Estatal Electoral mandará publicar los resultados del procedimiento de revocación de mandato, la consulta en el Periódico Oficial del Estado de Coahuila de Zaragoza y por lo menos en tres periódicos de mayor circulación en el Estado a más tardar en diez días hábiles después de la validación de los resultados. 

Artículo 52.- Una vez verificado el procedimiento contenido en el artículo 44 de la presente Ley, la Comisión Estatal Electoral llevará a cabo la consulta popular para la revocación de mandato y posterior a ello, emitirá la declaración de validez de la consulta de revocación de mandato, para lo cual emitirá el resultado y los efectos de la misma. Dicho resultado será obligatorio para el diputado local, cuando por lo menos el cuarenta por ciento de los ciudadanos inscritos en la lista nominal del distrito electoral por el que fue electo decidan revocar el mandato. 

Artículo 53.- La Comisión Estatal Electoral mandará publicar los resultados de la consulta en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León y por lo menos en tres periódicos de mayor circulación en el Estado a más tardar en los siguientes diez días a partir de la validación de los resultados. 

TRANSITORIOS

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. 

SEGUNDO.- Se deroga cualquier disposición en contrario. 

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA A 23 DE MAYO DE 2017

ATENTAMENTE
JUAN CARLOS GUERRA LÓPEZ NEGRETE
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